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Isabella Rincón Pérez, identificada con C. C. 1.005.704.877, actuando en causa 

propia, interpuso acción de tutela contra el Ministerio de Ciencia Tecnología e 

Innovación- Minciencias, en ejercicio de la facultad conferida por el artículo 86 de la 

Constitución Política, por la presunta vulneración de los derechos fundamentales al 

debido proceso, igualdad material, acceso a la educación, acceso al mérito, buena 

administración y confianza legitima.  

 

Como sustento del escrito de tutela, la accionante indicó que participó en la 

Convocatoria 975 de 2026 “Becas para el Cambio”, adelantada por el Ministerio 

de Ciencia, Tecnología e Innovación. 

 

Indicó que, por lo anterior, presentó la propuesta de investigación titulada “Bases 

neurocognitivas de la violencia y el perdón: una aproximación desde la ciencia 

para la paz en Colombia, con foco en el Valle del Cauca”.  

 

Señaló que, como resultado del proceso de evaluación, su propuesta recibió 

conceptos favorables en aspectos como la pertinencia científica, la coherencia 

metodológica, el aporte al conocimiento y la articulación con los objetivos de la 

convocatoria. No obstante, se le descontaron puntos en tres criterios técnicos, 

obteniendo una calificación final de 66 puntos. 

 

Manifestó que las observaciones formuladas por el evaluador corresponden 

principalmente a recomendaciones de mejora y que no explican de manera 

concreta qué requisitos incumplió ni las razones que justificaron la reducción del 

puntaje asignado. Por ello, consideró insuficiente la motivación de la evaluación y 

cuestionó la metodología utilizada para determinar la calificación final. 

 

Aludió que, para integrar el banco de elegibles se requería un puntaje mínimo de 

70 puntos, por lo que quedó excluida por una diferencia de cuatro puntos. Ante 

esta situación, el 15 de julio de 2026 presentó una petición ante Minciencias 

solicitando la revisión y aclaración de su evaluación.  

 

Adujo que la respuesta otorgada por la entidad se limitó a reiterar que la 

evaluación se realizó conforme a la metodología prevista en la convocatoria, sin 
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brindar explicaciones suficientes sobre las razones concretas que motivaron la 

asignación del puntaje cuestionado. 

 

Destacó que la cartera ministerial accionada aplicó el criterio diferencial para 

municipios PDET/ZOMAC únicamente con base en el lugar de nacimiento 

registrado en su documento de identidad, toda vez que nació en Cali; sin embargo, 

reside desde los cinco años en el municipio de Florida- Valle del Cauca, donde ha 

desarrollado su formación académica, sus vínculos familiares y su proyecto de vida, 

por lo que consideró que la entidad desconoció su arraigo territorial real. 

 

Adicionó que los resultados preliminares ya fueron publicados y que los resultados 

definitivos serán divulgados el 31 de julio de 2026.  

 

Concluyó que la consolidación de dichos resultados sin revisar la motivación de la 

evaluación ni la aplicación del criterio territorial podría afectar sus derechos al 

debido proceso, la igualdad y el acceso a la educación superior, al impedirle 

acceder a los beneficios de financiación previstos en la convocatoria.  

 

Por lo anterior, solicitó el decreto de la siguiente medida provisional:  

 

“Como medida provisional, de conformidad con el artículo 7 del Decreto 2591 

de 1991, solicito ordenar al Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación 

abstenerse de consolidar definitivamente los efectos jurídicos de la evaluación 

de la propuesta presentada por la accionante hasta tanto se decida la 

presente acción constitucional.”. 

 

II. CONSIDERACIONES 

 

2.1. El artículo 7 del Decreto 2591 de 1991 dispuso: 

 

“ARTICULO 7o. MEDIDAS PROVISIONALES PARA PROTEGER UN DERECHO. Desde 

la presentación de la solicitud, cuando el juez expresamente lo considere 

necesario y urgente para proteger el derecho, suspenderá la aplicación del 

acto concreto que lo amenace o vulnere. 

 

Sin embargo, a petición de parte o de oficio, se podrá disponer la ejecución o 

la continuidad de la ejecución, para evitar perjuicios ciertos e inminentes al 

interés público. En todo caso el juez podrá ordenar lo que considere 

procedente para proteger los derechos y no hacer ilusorio el efecto de un 

eventual fallo a favor del solicitante. 

 

La suspensión de la aplicación se notificará inmediatamente a aquél contra 

quien se hubiere hecho la solicitud por el medio más expedito posible. 

 

El juez también podrá, de oficio o a petición de parte, dictar cualquier medida 

de conservación o seguridad encaminada a proteger el derecho o a evitar 

que se produzcan otros daños como consecuencia de los hechos realizados, 

todo de conformidad con las circunstancias del caso. (…)” 

 

En relación con la procedencia de las medidas provisionales, la jurisprudencia de la 

Corte Constitucional señaló:  
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“En este sentido, para que proceda el decreto medidas provisionales se 

requiere: 

 

a) Que, con base en los elementos de juicio existentes en el proceso, se 

advierta la probabilidad de que el amparo prospere porque surja una duda 

razonable sobre la legalidad de la actuación de la cual se deriva la vulneración 

o amenaza de los derechos fundamentales invocados. 

 

b) Que concurra alguna de las siguientes hipótesis: (i) que sea necesario evitar 

que la amenaza contra el derecho fundamental se concrete en una 

vulneración o; (ii) cuando, constatada la ocurrencia de una violación, sea 

imperioso precaver su agravación.”1. 

 

Por su parte, el Consejo de Estado indicó que, ante la falta de una prueba 

manifiesta de la violación de los derechos fundamentales invocados y la 

complejidad del asunto, no resulta procedente el decreto de una medida 

provisional. Veamos:  

 

“En este sentido y revisado el expediente, la Sala considera que no resulta viable 

la procedencia de la suspensión con miras a amparar los derechos objeto de la 

acción incoada, pues para ello se requiere de una prueba manifiesta de la 

violación de los derechos fundamentales del actor. 

 

Lo anterior es reafirmado por la complejidad de los supuestos fácticos que 

sustentan la demanda, los cuales se refieren a la solicitud de suspender la 

publicación de los boletines por parte del Banco de la República, hecho 

requiere de un estudio más estructurado sobre la violación predicada, teniendo 

en cuenta que los derechos cuya protección se invocan comprenden 

pluralidad de aspectos y cuyo análisis hace indispensable la valoración de la 

totalidad del material probatorio adjuntado por el actor, así como del que 

pueda allegar los accionados en su oportunidad, impidiendo de esta manera 

que se determine prima facie la notoriedad del perjuicio cierto e inminente que 

presupone la medida.”2.  

 

En cuanto al decreto de medidas provisionales, a fin de evitar daños irreparables al 

derecho a la salud de las personas, la H. Corte Constitucional, mediante el Auto 

065/21, indicó: 

 

“3. La Corte Constitucional ha señalado que “en ningún caso la adopción de 

una medida provisional de protección implica un prejuzgamiento, ni la 

anticipación del sentido de la decisión de fondo por proferir.” De este modo, 

ha destacado con claridad que la finalidad de tales medidas es, únicamente, 

evitar un daño irreparable mientras se resuelve el asunto planteado en sede 

constitucional. 

 

De esta manera, el debate judicial sobre la vulneración o amenaza de los 

derechos fundamentales invocados en la acción de tutela se encuentra 

pendiente de dirimir, lo que justifica que las mencionadas medidas se 

caractericen por ser transitorias y ser susceptibles de modificación en cualquier 

momento. 

 

 
1 A-253 de 2013. 
2 Consejo de Estado, C. P. Marco Antonio Velilla Moreno, sentencia del 25 de abril de 2011, Radicación número: 11001-

03-15-000-2011-00451-00. 
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También es importante señalar que esta Corporación en diferentes ocasiones 

ha decidido decretar medidas provisionales con el objetivo de evitar daños 

irreparables al derecho a la salud de las personas. 

 

Por ejemplo, en el Auto 166 de 2006[12] la Sala Tercera de Revisión protegió el 

derecho a la salud de una persona con VIH a la que no se le había realizado 

un examen de carga viral, a pesar de que este era necesario para iniciar el 

tratamiento médico que necesitaba para salvaguardar su vida. En ese sentido, 

la EPS COMFENALCO negó la realización del procedimiento médico porque se 

le venció el periodo de protección laboral al que el peticionario tenía derecho 

dada la terminación de su vínculo laboral. No obstante, dada la gravedad de 

la enfermedad del peticionario y la necesidad de la realización del examen 

para salvaguardar su vida, la Sala Tercera de Revisión ordenó su práctica. 

 

[…] 

 

 4. En suma, este Tribunal ha señalado que las medidas provisionales de 

protección son una herramienta para garantizar el derecho a la tutela judicial 

efectiva, porque “aseguran las prerrogativas fundamentales de las partes y el 

cumplimiento material de la futura decisión que se pueda adoptar en el 

proceso.” Particularmente, como se vio, en diversas ocasiones ha decretado 

medidas provisionales a favor de los usuarios del sistema de salud con el 

objetivo de evitar un daño irreparable en la integridad de estos.” 

 

2.2. De las medidas provisionales en el caso concreto  

 

De la lectura de los hechos y el análisis preliminar de las pruebas aportadas, el 

Despacho encuentra acreditado que la accionante participó en la 

“CONVOCATORIA DE “BECAS PARA EL CAMBIO” FORMACIÓN EN MAESTRÍAS Y 

DOCTORADOS - MODALIDAD 1: MAESTRÍA NACIONAL” con el proyecto “Bases 

neurocognitivas de la violencia y el perdón: Una aproximación desde la ciencia 

para la paz en Colombia, con foco en el Valle del Cauca”. 

 

Igualmente, se encuentra acreditado que, en la evaluación del proyecto, obtuvo 

un puntaje del 66,00, razón por la cual quedó excluida por una diferencia de cuatro 

puntos, razón por la cual solicita ordenar al Ministerio de Ciencia, Tecnología e 

Innovación abstenerse de consolidar definitivamente los efectos jurídicos de la 

evaluación de la propuesta presentada por la accionante hasta tanto se decida la 

presente acción constitucional, hasta tanto se resuelva de fondo la presente 

acción. 

 

De lo anterior, el Despacho observa que no se acreditan los presupuestos legales y 

jurisprudenciales, por cuanto no se acredita un perjuicio irremediable que se le 

cause a la accionante. 

 

Aunado a lo anterior, a la fecha no se cuenta con medios de convicción suficientes 

que permitan inferir sea indispensable, para el caso particular, adoptar la medida 

provisional solicitada, por cuanto se necesita analizar los antecedentes 

administrativos y le criterio técnico del evaluador para asignar la calificación del 

proyecto de la tutelante, en el marco de la mencionada convocatoria.  

 

Por lo tanto, se negará la medida provisional solicitada y comoquiera que la 

demanda reúne todos los requisitos formales exigidos en el Decreto 2591 de 1991, 

será admitida.  
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En consecuencia, el Despacho 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: Negar la medida provisional solicitada por Isabella Rincón Pérez, por las 

razones expuestas en esta providencia.  

 

SEGUNDO: Admitir la acción de tutela presentada por Isabella Rincón Pérez, en 

contra del Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación- Minciencias.  

 

TERCERO. –Notificar por el medio más expedito la presente providencia a la Ministra 

de Ciencia, Tecnología e Innovación, Ángela Yesenia Olaya Requene y/o quien haga 

sus veces o a su delegado (a), haciéndoles entrega de la copia de la demanda y sus 

anexos. 

 

CUARTO: Conceder a la cartera ministerial accionada, el término de cuarenta y ocho 

(48) horas contadas a partir de la notificación de la presente providencia para que 

ejerza su derecho de defensa y contradicción, alleguen pruebas y/o solicite la 

práctica de las que considere necesarias. 

 

QUINTO: Tener como pruebas los documentos que acompañan el escrito de tutela. 

 

SEXTO: De conformidad con lo dispuesto por el artículo 19 del Decreto 2591 de 1991, 

solicítese a la entidad accionada que, en el término de cuarenta y ocho (48) horas 

contadas a partir de la notificación del presente proveído, rinda informe sobre los 

hechos referidos en el escrito de tutela, en particular, sobre los criterios técnicos y 

científicos establecidos para evaluar el proyecto “Bases neurocognitivas de la 

violencia y el perdón: Una aproximación desde la ciencia para la paz en Colombia, 

con foco en el Valle del Cauca”, presentado por la aquí accionante. 

 

SÉPTIMO: Requerir al Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación- Minciencias 

para que en el término de cuarenta y ocho (48) horas contadas a partir de la 

notificación del presente proveído, allegue el expediente administrativo con los 

antecedentes del caso.  

 

OCTAVO: Ordenar al Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación- Minciencias a 

publicar la presente providencia junto con el escrito de tutela en su página web, a 

efectos de informar y comunicar esta decisión a quienes se inscribieron en la 

convocatoria “BECAS PARA EL CAMBIO” FORMACIÓN EN MAESTRÍAS Y DOCTORADOS 

- MODALIDAD 1: MAESTRÍA NACIONAL” y/o terceros quienes puedan tener interés 

legítimo respecto de las resultas de esta acción, para que en el término cuarenta y 

ocho (48) horas siguientes a la publicación, si a bien lo tienen, se pronuncien. Deberán 

acreditar el cumplimiento de esta orden.   

 

NOVENO: Por Secretaría, informar a la parte accionante, que los memoriales deberán 

radicarse en la ventanilla virtual del aplicativo SAMAI3 accediendo con el número 

único del proceso y/o al correo electrónico admin28bt@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 
3 https://ventanillavirtual.consejodeestado.gov.co/  

mailto:admin28bt@cendoj.ramajudicial.gov.co
https://ventanillavirtual.consejodeestado.gov.co/
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La parte accionada y vinculada deben radicar sus memoriales a través del aplicativo 

SAMAI. Únicamente en el evento en el cual las entidades accionadas y vinculadas, 

no puedan radicar en el aplicativo SAMAI, podrán hacerlo al referido buzón de correo 

electrónico, con la debida justificación, so pena de no tener en cuenta los escritos y 

pruebas que sean aportadas. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

Firmado Electrónicamente   

DAVID ENRIQUE LONDOÑO LONDOÑO   

JUEZ   

   
CONSTANCIA: La presente providencia fue firmada electrónicamente por el Juez 28 

Administrativo del Circuito de Bogotá en la plataforma SAMAI. En consecuencia, se garantiza 

la autenticidad, integridad, conservación y posterior consulta, de conformidad con el artículo 

186 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 46 de la Ley 2080 de 2021.  

 

 


